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LICENCIA DE CONSTRUCCION - Póliza de seguro de cumplimiento / PROYECTO URBANISTICO PARQUE EL SOL II ETAPA - Las pólizas de seguros fueron expedidas con fundamento en la licencia de construcción

Esta Sala precisa, que no es viable aceptar los argumentos expuestos por la demandante, toda vez que la aseguradora, experta prestadora de este servicio, no puede alegar su propio error en que incurrió en la estructura de los seguros objeto de la Litis, cuando previamente al otorgar las pólizas de seguro números 646401 cuyo objeto era “garantizar la calidad y estabilidad de las obras ejecutadas del proyecto urbanístico denominado parque el sol ii etapa” y 646386 para “garantizar la estabilidad contra riesgos de los servicios públicos en virtud del desarrollo del proyecto urbanístico denominado parque el sol II etapa”, sabía que las mismas fueron emitidas, y así lo reconoce en este proceso, con el objeto de amparar las obligaciones contraídas por la constructora frente al municipio, consignadas en la licencia de Construcción núm. 022 de 12 de julio de 1996, expedida por el Director de Planeación del Municipio de Soacha, concedida a través de la Resolución 001 de 1996 con fundamento en el Acuerdo 6 de 1995, y no con base en un contrato estatal. En otras palabras, la compañía de seguros expidió las referidas pólizas de seguro de cumplimiento en favor de entidades estatales con fundamento en la Licencia de Construcción otorgada por el municipio a la sociedad constructora tomadora de los respectivos contratos de seguros, cuando debió haber emitido las aludidas pólizas bajo la modalidad de “los contratos de seguros de disposiciones legales”, ya que la citada Licencia de Construcción fue conferida por el municipio de Soacha, con base en el Acuerdo 6 de 1995, es decir, ambas pólizas cubrían las obligaciones emanadas de preceptos legales y no de algún contrato administrativo. De manera, que a juicio de la Sala, el municipio de Soacha, sí tenía interés asegurable, al estar las tantas veces mencionadas pólizas cimentadas en dicha licencia de Construcción. 
CONTRATO DE SEGURO - Prescripción / TERMINO DE PRESCRIPCION - Contabilización. El plazo legal de prescripción no considera la vía gubernativa
El término de prescripción, corre a partir del momento en que el interesado haya tenido o debido tener conocimiento del hecho que da base a la acción, tal como lo dispone el artículo 1081 del Código de Comercio. En el presente caso, la Administración tuvo conocimiento del hecho, aproximadamente en el año 1999, debido a las quejas presentadas por los propietarios de las viviendas de la Urbanización Parques del Sol II. Además, aparece el oficio SPM-0963-99 de 16 de marzo de 1999 en el que, el Secretario de Planeación y el Director de Planeación Físico y Urbanístico de Soacha manifestó al representante legal de la Constructora Sudema S.A. sobre las diferentes anomalías que se estaban presentando en la urbanización ya mencionada, con el fin de que se adoptaran las medidas necesarias para la realización de las reparaciones locativas a que hubieran lugar; así mismo, se encuentra el oficio SPM-322 de 9 de agosto de 1999 enviado por la Secretaría de Planeación Municipal de Soacha a la Constructora Sudema, con el fin de requerirlo por segunda vez, para que informara a esa dependencia los arreglos que se hubieran realizado a las viviendas de Parques del Sol II, tal como se indica en la sentencia de primera instancia. Por lo cual, debe concluirse que la administración municipal actuó en forma oportuna en la expedición de la Resolución No. 001 de 2 de junio de 2000 en menos de un año de tener conocimiento de la ocurrencia de los riesgos asegurados, cuyo acto administrativo, que declara los siniestros y hace efectiva las pólizas, es el principal y no el que resuelve el recurso de reposición de la vía gubernativa, ya que este último corresponde a una instancia posterior que sólo permite a la Administración poder revisar su propia decisión.

FUENTE FORMAL: CODIGO DE COMERCIO – ARTICULO 1081

NOTA DE RELATORIA: Se citan las sentencias Consejo de Estado, Sección Primera, del 9 de septiembre de 2004, Radicado 2002-90012, M.P. Rafael E. Ostau De Lafont Pianeta; del 7 de abril de 2011, Radicado 2001-00790 M.P. MARIA CLAUDIA ROJAS LASSO; y, de la Sala Plena, del 29 de septiembre de 2009, Radicado 2003-00442-01(S)IJ, M.P. Susana Buitrago Valencia.
CONTRATO DE SEGUROS - Prueba de la ocurrencia del siniestro / CARGA DE LA PRUEBA - Corresponde al asegurado demostrar la ocurrencia del siniestro y su cuantía / PROYECTO URBANISTICO PARQUE EL SOL II ETAPA - El municipio de Soacha no probó la ocurrencia del siniestro

Es necesario hacer referencia a si el municipio demostró las causas del siniestro y la cuantía relacionada con la póliza de seguro de cumplimiento en favor de Entidades Estatales núm. 646401, que amparaba la calidad y estabilidad de las obras ejecutadas del proyecto urbanístico denominado Parque el Sol II Etapa. Se observa en el informe rendido por los funcionarios de la Secretaría de Planeación Municipal de Soacha, la recomendación concerniente a que debe realizarse “un estudio especializado de suelos que determine cual es el origen de este fenómeno”, sin embargo, no fue allegado al proceso dicho estudio, que demuestre las causas del siniestro, como tampoco la cuantía del mismo, ni siquiera de las nueve casas inspeccionadas como tampoco de las vías internas de la urbanización. Así las cosas, el municipio nunca cumplió con la obligación prevista en el artículo 1077 del Código de Comercio (…) De conformidad con lo dispuesto en esta norma, el asegurado, en el caso sub examine, el municipio de Soacha, debió haber proporcionado las pruebas idóneas para acreditar el valor de los daños ocasionados a los inmuebles, tales como facturas, estudios de los suelos (si esta es la causa), avalúo pericial, etc., aún si la pérdida fuere total, pues el límite o valor asegurado fijado en la póliza no opera en forma automática, es necesario que el asegurado demuestre a cuánto llegó la pérdida, ya que puede suceder que la suma asegurada no coincida con el monto de la misma. Se reitera, que el municipio no probó tales circunstancias, a pesar de que tanto el ajustador de la compañía de seguros, como el director de indemnizaciones de la misma, en varias oportunidades le solicitaron al ente demandado aportar las pruebas pertinentes, de conformidad con las comunicaciones antes enunciadas. Por las razones expuestas, la Sala estima que la anterior consideración es más que suficiente para revocar la sentencia de primera instancia, pues le asiste razón al demandante en cuanto que la cuantía del siniestro no fue acreditada por el municipio en calidad de asegurado, por lo tanto, este cargo tiene vocación de prosperar.

FUENTE FORMAL: CODIGO DE COMERCIO – ARTICULO 1077

POLIZA DE SEGURO - Efectividad de la que garantizaba la estabilidad contra riesgos de los servicios públicos en virtud del desarrollo del proyecto urbanístico denominado Parque El Sol II Etapa / PROYECTO URBANISTICO PARQUE EL SOL II ETAPA - Incumplimiento del contratista al haber omitido ejecutar y legalizar lo concerniente a los servicios públicos de la urbanización
En lo atinente a la póliza de seguro de cumplimiento en favor de Entidades Estatales núm. 646386 que garantizaba la estabilidad contra riesgos de los servicios públicos en virtud del desarrollo del proyecto urbanístico denominado Parque El Sol II Etapa, cuyo valor asegurado es de $84.538.223,50, las partes no se refirieron a la cuantía de los daños, solo el ente demandado, afirma que el contratista (tomador del seguro) incumplió con la obligación de ejecutar la “…infraestructura de los Servicios Públicos y así mismo en la legalización de los servicios ante la E.A.A.B y CODENSA S.A. ESP.”, hecho que no fue objetado por la aseguradora. Así las cosas, teniendo en cuenta que la sociedad demandante no dijo nada al respecto y en razón de que el incumplimiento por parte del contratista fue total, al haber omitido ejecutar y legalizar lo concerniente a los servicios públicos de la urbanización, da lugar a que su cuantía se determine por la totalidad estipulada en la póliza núm. 646386, esto es, la suma de $84.538.223,50, que la aseguradora deberá pagar a la Alcaldía del Municipio de Soacha.
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Bogotá, D.C., veintinueve (29) de septiembre de dos mil once (2011)
Radicación número: 25000-23-24-000-2002-00905-01
Actor: ASEGURADORA COLSEGUROS S.A.

Demandado: PLANEACION MUNICIPAL DE SOACHA

Se decide el recurso de apelación oportunamente interpuesto por el apoderado de la sociedad ASEGURADORA COLSEGUROS S.A., contra la sentencia de 2 de noviembre de 2006, proferida por la Sección Primera, Subsección B del Tribunal Administrativo de Cundinamarca, por medio de la cual se declara no probadas las excepciones propuestas por el Curador Ad Litem de la sociedad SUDEMA S.A. (hoy DEVINCO), se deniegan las pretensiones de la demanda y se abstiene de condenar en costas a la parte actora.

I-. ANTECEDENTES

I.1- La sociedad SUDEMA S.A., mediante su Representante Legal presentó ante la Secretaría de Planeación Municipal de Soacha, solicitud para la obtención de licencia de urbanismo para el desarrollo del proyecto denominado Parques del Sol II Etapa.
Arguye que entre los documentos anexos a la solicitud se encontraba la póliza de seguro de cumplimiento núm. 646401 que amparaba la calidad de la obra hasta por un valor de QUINIENTOS OCHO MILLONES OCHOCIENTOS VEINTE MIL PESOS ($508.820.000), con una vigencia del 27 de junio de 1996 hasta el 27 de junio de 2000. Además, se constituyó la póliza de seguro núm. 646386, que amparaba la estabilidad de la obra contra el riesgo de los servicios públicos hasta por un valor de OCHENTA Y CUATRO MILLONES QUINIENTOS TREINTA Y OCHO MIL DOSCIENTOS VEINTITRÉS PESOS ($84.538.223), con la misma vigencia que la anterior.
Que la Constructora Sudema S.A. actuó como tomadora de los seguros, la cual era propietaria de la obra a desarrollar denominada Parques del Sol II Etapa; y, como beneficiario de los seguros, el municipio de Soacha.

Que el amparo de estabilidad  de la obra, cubre a las entidades estatales contratantes contra el deterioro que sufra la obra durante el término señalado y en condiciones normales de uso que impida el servicio para el cual se ejecutó, siempre y cuando sean imputables al contratista.
Expresa, que del contenido del contrato de seguro se colige la existencia de un contrato estatal, lo mismo que la posibilidad de que la respectiva entidad pueda sufrir perjuicios patrimoniales, por ser la propietaria de la obra a ejecutar.
Dice la sociedad actora, que el Secretario de Planeación Municipal de Soacha expidió la Resolución núm. 001 de 8 de julio de 1996, por la que concedió la licencia urbanística para la construcción de la obra Parques del Sol II Etapa.

Afirma que en la referida Resolución se estableció que: “la responsabilidad frente a la construcción, obligaciones urbanísticas y calidad de los materiales de construcción que se deriven de esta Resolución, así como los perjuicios que se causen a terceros quedaron en cobija (sic) del titular de la Resolución”.
Indica que de lo anterior se tiene que el municipio de Soacha no era el propietario de la obra, sino la sociedad Sudema S.A., quien sería la que desarrollaría el proyecto urbanístico. Además, que la relación que existió entre la constructora y la administración municipal se limitó a la concesión de la licencia urbanística. Entre estas dos partes jamás medió un contrato estatal.
Mediante Resolución núm. 001 de 2 de junio de 2000, la Secretaría de Planeación Municipal de Soacha señaló que, una vez realizada diferentes inspecciones por parte de funcionarios de la oficina de planeación, se verificó que la obra presentaba inconsistencias en las construcciones de las viviendas, al igual que se constató el incumplimiento por parte de la constructora en la ejecución de la infraestructura de los servicios públicos y la legalización de éstos ante la Empresa de Acueducto y Alcantarillado de Bogotá y Codensa S.A. E.S.P.
Informa que la Secretaría de Planeación de Soacha, señaló en las Resoluciones demandadas, que el urbanizador incumplió con los compromisos adquiridos con la administración municipal de conformidad con lo consagrado en el artículo 4° de la Resolución 001 de 1996.
Que como consecuencia de lo anterior se hicieron efectivas las pólizas de garantía de obras y urbanismo y de estabilidad de obras de construcción, a favor del municipio de Soacha.
Adujo que la Aseguradora Colseguros (entidad que absorbió a La Nacional Compañía de Seguros) jamás fue enterada de que se había iniciado una actuación administrativa en contra de la Constructora Sudema S.A., con miras a declarar el incumplimiento de la licencia de construcción concedida a través de la Resolución 001 de 1996 y hacer efectivas las pólizas constituidas.
Manifiesta que la Resolución núm. 001 de 2 de junio de 2000, no le fue notificada al actor en forma personal ni por edicto.
Mediante Resolución núm. 002 de 31 de julio de 2002, la Secretaría de Planeación de Soacha resolvió el recurso de reposición confirmando en todas sus partes la decisión adoptada.
I.2.- Como fundamento de derecho, aduce que se violaron los artículos 6 y 29 de la Constitución Política; 1045, 1077, 1079, 1081, 1083, 1088 y 1089 del Código de Comercio; 14, 28, 34 y 35 del Código Contencioso Administrativo.

I.2.1- Señala como primer cargo: la violación del debido proceso y del derecho de defensa.

Argumenta que según el artículo 29 de la Constitución Política, el debido proceso debe aplicarse a todas las actuaciones administrativas y judiciales.
Aduce que según lo preceptuado en los artículos 14 y 28 del Código Contencioso Administrativo, en el evento en que exista una actuación en la que resulten terceros interesados en la decisión, se deben citarlos con el fin de que puedan hacerse parte.
Advierte que en el presente caso, la Resolución 001 de 2 de junio de 2000 fue expedida sin agotar las etapas y formalidades dispuestas por la ley para que los afectados pudieran hacer valer sus derechos. Siendo la principal afectada la Aseguradora Colseguros S.A., pues las pólizas expedidas por ésta se hicieron efectivas, según el artículo 2° de la referida Resolución.
Indica, que el citado acto administrativo no fue comunicado a la Aseguradora, tal como lo dispone el Código Contencioso Administrativo, y tampoco se notificó la iniciación del trámite administrativo seguido en contra de la empresa constructora. Además, no se permitió que se allegaran ni practicaran pruebas.
Concluye que no se cumplió con el procedimiento ni con las formalidades previstas en los artículos 14, 28, 34 y 35 del C.C.A., con lo que se vulnera el derecho de defensa y del debido proceso.
Termina este cargo, expresando que el hecho de la interposición del recurso de reposición contra la Resolución 001 de 2002 por parte de la Aseguradora, en modo alguno constituye una subsanación de la irregularidad incurrida.
I.2.2- Como segundo cargo, señala: La ilegalidad de los actos administrativos por violación de las normas relativas al contrato de seguro.

Anota que de conformidad con lo dispuesto en el artículo 1045 del Código de Comercio, es necesario que concurran varios elementos tales como el interés asegurable, el riesgo asegurable, la prima y la obligación condicional del asegurador.
Que el artículo 1083 dispone: “Tiene interés asegurable toda persona cuyo patrimonio pueda resultar afectado directa o indirectamente, por la realización de un riesgo”.

Afirma que en el caso sub judice la administración de Soacha no tenía interés asegurable en relación con los posibles perjuicios que el constructor haya podido causar a los propietarios de las viviendas construidas por la sociedad Sudema S.A. 
Que por consiguiente, el municipio de Soacha no podía hacer efectivas las pólizas expedidas por Colseguros, ya que no era viable que se pagaran perjuicios económicos que nunca se configuraron, pues, no tenía ningún interés asegurable.
Sostiene que de la Resolución núm. 002 de 31 de julio de 2002, la administración del municipio de Soacha sabía que las inconsistencias presentadas en las viviendas construidas no implicaban un perjuicio patrimonial para el municipio, sino para los propietarios de las mismas del proyecto urbanístico desarrollado por Sudema S.A.
I.2.3- Como tercer cargo indica que hubo violación del artículo 1081 del Código de Comercio.
Manifiesta que la Resolución núm. 001, a través de la cual se declara el incumplimiento del constructor y se hacen efectivas las pólizas constituidas a favor del municipio de Soacha, se expidió el 2 de junio de 2000, lo que deja entrever que la Administración desde antes de su emisión, tenía conocimiento de la ocurrencia del supuesto siniestro.
Agrega que la anterior Resolución quedó debidamente ejecutoriada con la notificación de la Resolución núm. 002 de 31 de julio de 2002, o sea más de dos años desde el momento en que la Oficina de Planeación de Soacha conoció acerca de las irregularidades que dieron origen a la orden de hacer efectivas las pólizas.
I.2.4- Cuarto Cargo: Ilegalidad de los actos impugnados por expedición irregular de los mismos como consecuencia de la insuficiencia de motivación.
Arguye que la Resolución núm. 001 de 2 de junio de 2000, no se encuentra  suficientemente motivada, debido a que sólo se hace referencia a que se presentaron unas inconsistencias en las construcciones de las viviendas y que las mismas fueron detectadas luego de unas inspecciones efectuadas por funcionarios de la Oficina de Planeación de Soacha. Que sin embargo no se expresó si tales funcionarios eran peritos de construcción, ni se indicó la forma en que se realizaron las inspecciones, como tampoco existe constancia de estudios técnicos, ni se manifestó cuáles fueron las inconsistencias que dieron lugar a la orden de hacer efectivas las garantías.
Adicionalmente expresa, que en la Resolución núm. 001 de 2 de junio de 2000, no se indicó en qué forma se incumplieron los compromisos adquiridos, ni cuáles fueron los aspectos que se tuvieron en cuenta para determinar el incumplimiento.
Afirma que en la Resolución núm. 002 de 31 de julio de 2002, se reconoce la existencia de un vicio en la motivación del mismo, ya que fue la propia Administración la que señaló que no hubo una inspección de peritos vinculados a la alcaldía para la determinación de los daños sufridos por las viviendas construidas en Parques del Sol II.
I.2.5- Quinto cargo: Ilegalidad de los actos administrativos impugnados como consecuencia de la administración pública para hacer efectiva a favor suyo, una póliza de seguros y trasladar la indemnización a particulares.
Señala que no es posible proteger los intereses de la comunidad obligando a un particular a que indemnice un municipio, en razón a que este no se vio afectado y, menos aún, que la Administración trasladara dicho pago a la comunidad, por cuanto nadie distinto del beneficiario tiene derecho al pago de la indemnización.
I.2.6- Sexto cargo: Ilegalidad de los actos administrativos impugnados como consecuencia de la inexistencia de los motivos de los mismos.

Al respecto, son los mismos motivos y argumentos expuestos en el cuarto cargo, tal como lo afirma el a quo.

I.2.7- Séptimo cargo: Ilegalidad de los actos administrativos impugnados como consecuencia de la incompetencia para definir la responsabilidad del constructor frente a los propietarios de las viviendas.
Afirma que la Secretaría de Planeación Municipal de Soacha no tenía competencia para decidir acerca de la responsabilidad civil del constructor frente a los terceros afectados, así como tampoco para pronunciarse respecto del valor de la indemnización a la que estaba obligado a pagar la constructora, ya que el artículo 362 del Acuerdo 6 de 1995, en parte alguna faculta a la Administración para definir controversias entre particulares, y mucho menos para los temas atinentes a la responsabilidad civil contractual o extracontractual.
I.2.8- Octavo cargo: Ilegalidad de los actos administrativos impugnados como consecuencia de la incompetencia para hacer efectivas las pólizas mediante acto administrativo.
Sostuvo que en razón a que no medió un contrato estatal entre la aseguradora y el municipio de Soacha, no era viable que éste hiciera efectivas las pólizas, ya que no tenía competencia para tal propósito.

Que era necesario que se diera aplicación al artículo 1077 del Código de Comercio, que hace referencia al contrato de seguros entre particulares.
Además, la Administración reconoció que la póliza no estaba garantizando el cumplimiento de un contrato estatal, pues nunca celebró un contrato con la Constructora Sudema S.A., la única actuación que realizó la alcaldía fue el otorgamiento de la licencia de construcción del proyecto Parques del Sol II.
II-. FUNDAMENTOS DE LA SENTENCIA RECURRIDA

El Tribunal Administrativo de Cundinamarca Sección Primera Subsección B declaró que no prosperan las excepciones propuestas por el Curador Ad Litem de Sudema S.A. (hoy Devinco), ya que la Resolución 001 de 12 de junio de 2000, no fue notificada a la demandante en forma personal ni mediante edicto.
Además, porque el recurso de reposición interpuesto no podía ser presentado dentro de los 5 días siguientes a la notificación del acto, pues la parte actora tuvo conocimiento de la decisión solo hasta el 20 de mayo de 2002.
Finaliza recordando que la interposición del recurso de reposición no es de obligatorio cumplimiento para agotar la vía gubernativa, según el artículo 51 del Código Contencioso administrativo. En consecuencia, las excepciones propuestas no prosperan.
Primer cargo: Violación del derecho de defensa y del debido proceso.
Acerca de este cargo considera que no está llamado a prosperar, ya que bajo los criterios jurisprudenciales, especialmente, la sentencia de 3 de junio de 2001 del Consejo de Estado, exp. 250002326000199338948-01, Consejero Ponente: RICARDO HOYOS DUQUE, actor: Aseguradora de Fianzas S.A. y Pinski & Asociados S.A., y doctrinarios, se concluye que el derecho al debido proceso y de defensa del actor no fueron afectados con ocasión de las Resoluciones demandadas, “…por cuanto, si bien los artículos 14, 28, 34 y 35 del Código Contencioso Administrativo hacen referencia a la comunicación a terceros del inicio del trámite de una actuación administrativa cuando éstos pueden ser interesados, es lo cierto que el desarrollo del punto atinente a la declaración de parte de la entidad estatal del siniestro objeto de seguro, contenido en la ley 80 de 1993, no exige que, previo a la expedición del acto administrativo que pruebe la realización del siniestro se comunique de tal situación a la aseguradora para que ésta forme parte de la actuación, pues, precisamente, por razón de las prerrogativas y potestades que goza la administración, es suficiente con que ésta emita la respectiva decisión debidamente fundamentada y motivada para poder declarar la ocurrencia del siniestro” (folio 266 del Cuaderno del Tribunal).
Aduce que no hubo violación de tales derechos por cuanto, si bien la sociedad actora no fue notificada de la Resolución núm. 001 de 2 de junio de 2000, ésta se “…notificó por conducta concluyente de la decisión contenida en aquella, en la medida que hizo uso del recurso de reposición para manifestar su desacuerdo con la orden impartida” (folio 267 del Cuaderno del Tribunal).
Resalta que la propia demandante, según el oficio núm. 1212 de 1 de junio de 2000, estaba enterada de las reclamaciones formuladas por la Secretaría de Planeación Municipal de Soacha tendientes a que se hicieran efectivas las pólizas 608169 y 646401 expedidas por La Nacional de Seguros S.A. (hoy Colseguros S.A.).
Respecto a los cargos segundo, quinto y octavo: Ilegalidad de los actos administrativos por violación de los artículos 1045, 1077, 1079, 1088 y 1089 del Código de Comercio y falta de competencia de la administración para ordenar la efectividad de la garantía, expresa lo siguiente:
“(…). De la lectura del texto de la norma (artículo 1080 del Código de Comercio) se desprende que el pago de la indemnización por la realización del riesgo asegurable se debe hacer por parte de la compañía de seguros a favor del asegurado como del beneficiario, sin ningún tipo de distinción.
De esta forma, tanto el asegurado como el beneficiario del seguro tienen facultad para reclamar la efectividad de las pólizas en la medida que demuestren la ocurrencia del siniestro.

Ahora bien independientemente de que se hubiera afectado o no el patrimonio del municipio de Soacha (Cundinamarca) por las irregularidades presentadas en las viviendas construidas por la empresa Sudema S.A., es preciso tener en cuenta que según la estipulación contractual realizada por las partes consignadas en las pólizas Nos. 0802812 y 646401, el municipio de Soacha figura no sólo como asegurado sino como beneficiario (ver folios 63 y 66 cdno. ppal.) del contrato de seguro suscrito entre la Aseguradora Colseguros S.A. y la constructora Sudema S.A. (hoy Devinco), lo que permite establecer que era la referida municipalidad y no otra persona, el autorizado para reclamar el valor del riesgo asegurado con dichas pólizas.

Así mismo, es menester recalcar que, el destino de los recursos supuestamente recibidos (no hay constancia de ello en el expediente) por el municipio de Soacha por la efectividad de la póliza, no fue objeto de debate en los actos demandados, razón por la que, ese preciso aspecto, eventualmente, sería un punto a controvertir en otra instancia judicial.
Sin perjuicio de lo anterior, la Sala considera relevante anotar que la suma de dinero que cobre y obtenga el municipio de Soacha por razón del otorgamiento de la póliza judicial ya mencionada, deberá tener como destinación la realización de las mejoras o arreglos pertinentes en las casas que presentaron algún tipo de avería, pues, precisamente, el objeto de la póliza constituida a favor de la citada municipalidad era garantizar la calidad y estabilidad de las obras de construcción efectuadas por la sociedad Sudema S.A.

Hay que tener presente que lo pactado por las partes en un contrato se constituye en una obligación de ineludible cumplimiento para las mismas, en virtud del principio del derecho civil pacta sunt servanda, razón ésta por la que, en este momento, mal podría la aseguradora demandante pretender que el municipio de Soacha no reclamara el objeto del contrato de seguro, cuando es lo cierto que era el único que tenía la potestad para tal finalidad.
Así en razón de las quejas presentadas por los propietarios de las viviendas afectadas y la consecuente comprobación por parte de funcionarios de la administración municipal de la veracidad del contenido de dichas reclamaciones, mediante decisión No. 001 de 2 de junio de 2000, la Secretaría de Planeación Municipal de Soacha declaró el incumplimiento de la resolución No. 001 de 8 de julio de 1996 que concedió licencia de construcción a Sudema S.A. y que hace referencia a la calidad y estabilidad de las obras urbanísticas, pues, al otorgarle el municipio a la Constructora Sudema S.A. licencia de construcción para el desarrollo del proyecto Parques del Sol II, adquirió una serie de compromisos con la administración que se vieron seriamente afectados con las inconsistencias presentadas en las viviendas.

Por lo anterior, los cargos segundo, quinto y octavo propuestos con la demanda no tienen vocación de prosperidad…” (folios 270 a 271 del Cuaderno del Tribunal).
Tercer cargo: Violación del artículo 1081 del Código de Comercio.

Señala que de los antecedentes que originaron los actos demandados, “…se observa que la administración municipal de Soacha tuvo conocimiento de la ocurrencia de los hechos que motivaron la resolución de incumplimiento de los compromisos adquiridos a través de la resolución No. 001 de 1996, aproximadamente en el año de 1999, si se tiene en cuenta que, entre otros documentos que hacen referencia al tema de las reclamaciones presentadas por los propietarios de las viviendas de la Urbanización Parques del Sol II, aparece el oficio SPM-0963-99 de 16 de marzo de 1999 (fl. 96) en el que, el Secretario de Planeación y el Director de Planeación Físico y Urbanístico de Soacha manifestó al representante legal de Constructora Sudema S.A. las diferentes anomalías que se estaban presentando en la urbanización ya mencionada, con el fin de que se adoptaran las medidas necesarias para la realización de las reparaciones locativas a que hubieran lugar; así mismo, se encuentra el oficio SPM-322 (fl. 98 cdno. ppal.) de 9 de agosto de 1999 enviado por la Secretaría de Planeación Municipal de Soacha a la Constructora Sudema, con el fin de requerirlo por segunda vez, para que informara a esa dependencia los arreglos que se hubieran realizado a las viviendas de Parques del Sol II, con la aclaración que si continuaba con el incumplimiento por parte de la constructora, la administración se vería en la necesidad de acudir a la póliza No. 646401 bajo registro 0802812 expedida por La Nacional de Seguros (hoy Colseguros S.A.).
Lo anterior permite establecer que la administración municipal actuó en forma oportuna al declarar la ocurrencia del siniestro a través de la resolución No. 001 de 2 de junio de 2000, por cuanto, de las pruebas allegadas al expediente y que fundamentan la resolución de este cargo, se concluye que había transcurrido algo menos de un (1) año desde el conocimiento de la ocurrencia del riesgo asegurado hasta el momento de la expedición de la resolución en cita, motivo por el cual el cargo relacionado con la prescripción…ordinaria alegada por la parte actora, no está llamada a prosperar” (folios 272 a 273 del Cuaderno del Tribunal).
Cargos cuarto y sexto: Ilegalidad de los actos impugnados por expedición irregular de los mismos como consecuencia de la insuficiencia de motivación.
Respecto a los actos demandados, el a quo expresa que no es factible argüir que estén insuficientemente motivados, ya que en ellos se expresaron tanto las razones de hecho como de derecho, pues la Administración sustentó la decisión en la comprobación de las distintas anomalías presentadas en la construcción de las viviendas de Parques del Sol II.
En cuanto al tema de la cuantificación de los perjuicios causados a las viviendas previo a la expedición de la resolución que declara el siniestro, sostiene que según criterio jurisprudencial, en el derecho privado la cuantificación del riesgo por parte del asegurado es una obligación, mientras que en la contratación estatal, sólo basta con que la Administración se pronuncie mediante acto administrativo acerca de la realización del riesgo asegurado para poder efectuar la reclamación.
Que es así como bajo la directriz establecida en la sentencia de 20 de noviembre de 2003 del Consejo de Estado, exp: 2500023260000-01, Consejero Ponente: Ramiro Saavedra Becerra, Actor Lotería de Bogotá, es suficiente con la declaración de la ocurrencia del siniestro mediante la expedición de un acto administrativo, para efectos de que se tenga en forma efectiva la reclamación.

Además, que el apoderado de la parte actora no demostró que el municipio de Soacha no debía cobrar la totalidad del monto asegurado, motivos por los cuales estos cargos no tienen vocación de prosperar.

Cargo séptimo: Ilegalidad de los actos administrativos impugnados como consecuencia de la incompetencia para definir la responsabilidad del constructor frente a los propietarios de las viviendas.

Precisa que con los actos administrativos demandados no se dirimió ninguna controversia de orden contractual o extracontractual entre la constructora y los propietarios de las viviendas. “…La Secretaría de Planeación de Soacha simplemente declaró, a través de acto administrativo, la ocurrencia del riesgo objeto del seguro suscrito entre el tomador (Sudema S.A.) y La Nacional de Seguros (hoy Colseguros)” (folio 277).
Sostiene, que como la Constructora Sudema S.A. no demostró que hubiera efectuado las reparaciones de las casas que presentaban daños, la Administración no tuvo otra salida que hacer efectiva la póliza de calidad y estabilidad de la obra, situación que no implicó resolución de ningún tipo de controversia, Por consiguiente, este cargo tampoco prospera.
III-. FUNDAMENTOS DEL RECURSO

El actor finca su inconformidad, principalmente, en lo siguiente:

Afirma, respecto al cargo relativo a la violación del derecho de defensa y del debido proceso, que el fallador incurre en error, al fundamentarse en la Ley 80 de 1993, ya que la pertinencia en su aplicación depende de la existencia de un contrato estatal y, por ende, de una póliza de cumplimiento de esa naturaleza, lo cual no ocurrió.
Además de lo anterior, aduce que hubo violación al debido proceso, toda vez que la aseguradora no fue citada para que participara en el proceso de formación del acto administrativo.
Aduce que la interposición de un recurso de reposición contra la decisión adoptada por la Administración no subsana la irregularidad relativa a la violación del debido proceso y del derecho de defensa alegada, con ocasión de la omisión de citarlo en calidad de tercero afectado por ésta.

Respecto al análisis de los cargos segundo, quinto y octavo, sostiene que para que exista un contrato de seguro, es necesario que se den todos los elementos esenciales del mismo, de acuerdo con el artículo 1045 del Código de Comercio.
Señala que el artículo 1083 del Código de Comercio consagra la noción de interés asegurable, la cual va unida a la pérdida patrimonial. Que en el presente caso, la Administración no tiene interés asegurable en relación con los posibles perjuicios que el constructor haya podido causar a los propietarios de las viviendas, ya que no tiene ningún derecho o interés económico respecto a las viviendas afectadas, pues los únicos afectados, serían los propietarios de las viviendas.
Arguye que el Tribunal no dijo nada sobre la violación a los artículos 1077 y 1079 del Código de Comercio, cuyas normas ordenan demostrar la cuantía de la pérdida. Que en este caso, no hubo pérdida para el municipio, luego no hay lugar a indemnizar, sin embargo la Administración desconociendo esta circunstancia ordenó que se pagara el total de la suma asegurada, sin preocuparse por verificar cuál había sido el monto de los perjuicios que según ese Ente sufrieron los propietarios de las viviendas.
Agrega que nada dijo el Tribunal sobre la incompetencia del municipio para declarar la efectividad de las garantías mediante acto administrativo, pues las competencias de la Administración no provienen de los contratos sino de la ley. No hay norma que faculte al municipio de Soacha  para hacer efectiva este tipo de pólizas a través de un acto administrativo, que por lo tanto, son ilegales, ni siquiera en aplicación de la Ley 80 de 1993, por cuanto para ello se requiere la declaratoria de caducidad, lo que no se presentó, al no existir un contrato de esa naturaleza, tal como lo reconoce el Tribunal.
En lo atinente al análisis del cargo relativo a la violación del artículo 1081 del Código de Comercio, manifiesta que el Tribunal desconoce que para que se interrumpa el término de prescripción, en los casos en que el siniestro pueda declararse mediante acto administrativo, se requiere que el citado acto debe quedar ejecutoriado dentro del término de prescripción consagrado en el Código de Comercio.
Sostiene que “En este caso particular, el Tribunal de primera instancia reconoció que los hechos constitutivos del siniestro de (sic) produjeron en el año 1999. Sin embargo, el acto por virtud del cual se hicieron efectivas las pólizas solo fue notificado a la aseguradora el 20 de mayo de 2002, momento en que la aseguradora interpuso recurso de reposición contra la decisión dándose por notificada de la misma. Solo en ese momento pudo el acto administrativo producir algún efecto, momento que tuvo lugar transcurridos más de dos años desde que la Administración Pública tuviera conocimiento de los hechos constitutivos de siniestros.

…Por lo anterior, el acto que resolvió el recurso de reposición debió considerar esa circunstancia y advertir que finalmente no se logró interrumpir la prescripción consagrada en el artículo 1081 del Código de Comercio. Al no haberlo hecho, desconoció lo previsto por esa norma, pues insistió en declarar la existencia de una obligación prescrita” (folio 2º del Cuaderno Principal).
En cuanto al análisis de los cargos cuarto y sexto, indica que el cargo de la insuficiencia de la motivación se orienta a demostrar que el demandado no explicó en forma suficiente, las razones que lo llevaron a tomar las decisiones impugnadas.
Respecto a la cuantificación de los perjuicios, aduce que la Administración tenía la obligación de realizarla previamente a la determinación del monto de la obligación indemnizatoria, lo cual no se hizo, ya que el acto administrativo, fijo el monto de la obligación equivalente a la suma asegurada.
En lo atinente al cargo séptimo, sostiene que el Municipio de Soacha hizo efectivas las pólizas a favor suyo, con el propósito de velar por los intereses de la comunidad.
Indica al respecto, que la única forma de que coexistan el pago de la indemnización a su favor y la protección de los intereses de las personas supuestamente afectadas, es que el municipio traslade el valor de dicha indemnización a tales personas, como incluso lo sugiere el Tribunal. 
Que “Si ello es así, la labor del Municipio será de intermediación entre la Constructora y la compañía aseguradora por un lado, y los propietarios de las casas por otro. Ello se traduciría en que el Municipio estaría declarando la responsabilidad de la constructora y la aseguradora frente a los propietarios y al mismo tiempo, actuando como intermediario para la realización del pago del siniestro.
(…) Sin embargo, si se entiende que el Municipio no cobró para terceros, sino para sí, entonces violó las normas del seguro, como ya se explicó, pues declaró que tenía derecho a la indemnización, sin haber sufrido perjuicio alguno” (folio 24 del Cuaderno Principal).
IV.- ALEGATO DEL MINISTERIO PÚBLICO

La Agencia del Ministerio Público guardó silencio. 

V-. CONSIDERACIONES DE LA SALA

La Resolución núm. 001 de 2 de junio de 2000, expedida por la Secretaría de Planeación Municipal de Soacha, en su parte resolutiva, señala:

“ARTÍCULO PRIMERO: Tener como incumplida la Resolución No. 001 de Julio 8 de 1996, expedida por esta Secretaría, Por parte de la Firma Constructora SUDEMA, relacionada con el proyecto Urbanístico denominado Parques del Sol II por lo expuesto en la parte considerativa de la presente.

ARTÍCULO SEGUNDO: Como consecuencia de lo anterior, hacer efectivas las pólizas requeridas en los numerales 2.11 y 2.13 de la Resolución No. 011 de Julio 8 de 1996, pólizas de garantía de obras y de urbanismo No. 608172 póliza de garantía y estabilidad de obras de construcción No. 0802812 de la compañía Aseguradora la NACIONAL DE SEGUROS, fusionada ahora con COLSEGUROS, a favor del Municipio de Soacha.
ARTÍCULO TERCERO: Oficiar ante el Despacho del Señor Alcalde, para los fines determinados en la Ley 388 de 1.997 y su Decreto Reglamentario 1052 de 1998” (folios 52 a 53 del Cuaderno del Tribunal).
La Resolución núm. 002 de 31 de julio de 2002, expedida por la Secretaría de Planeación Municipal de Soacha, que resuelve el recurso de reposición, la cual obra a folios 54 a 61 del Cuaderno del Tribunal, en su parte resolutiva, señala:

“ARTÍCULO PRIMERO: Ratificar en todas y cada una de sus partes la Resolución No. 01 del 2 de junio de 2000, expedida por la Secretaría de Planeación Municipal.
ARTÍCULO SEGUNDO: Con la interposición del recurso y lo dispuesto en la presente resolución se entiende agotada la vía gubernativa (…)” (folio 61 del Cuaderno del Tribunal).
El seguro de Cumplimiento expedido por La Nacional Compañía de Seguros Generales de Colombia S.A. que obra a folios 62 a 65 del Cuaderno del Tribunal, establece:
“Póliza 646401 Documento 0802812. Tomador Afianzado CONSTRUCTORA SUDEMA S.A. Asegurado MUNICIPIO DE SOACHA. Beneficiario MUNICIPIO DE SOACHA…LA PRESENTE PÓLIZA GARANTIZA EL COMPROMISO, CONTRATO O LICITACIÓN QUE SE ESPECIFICA A CONTINUACIÓN
CONTRATO No: SIN NUMERO

FECHA:
   JUNIO 14 DE 1996
OBJETO DEL CONTRATO: GARANTIZAR LA CALIDAD Y ESTABILIDAD DE LAS OBRAS EJECUTADAS DEL PROYECTO URBANÍSTICO DENOMINADO PARQUE EL SOL II ETAPA

CON SUJECIÓN A LAS CONDICIONES GENERALES DEL CONTRATO ESTA PÓLIZA CUENTA CON LOS AMPAROS CUYOS VALORES, VIGENCIAS Y PRIMAS SE RELACIONAN MAS ADELANTE

AMPAROS
  VR. ASEGURADO

VIGENCIA
          PRIMA





     DESDE
  HASTA

(…)

CALIDAD Y

ESTABILIDAD DE

LA OBRA
  508.820.000,00    27/06/96 27/06/00    6.105.840
ESTA PÓLIZA SE RIGE CON LAS CONDICIONES DE LA LEY 80 DE 1993, POR LO TANTO LA NOTA AL MARGEN INFERIOR DERECHO NO TIENE VALIDEZ (…)

SEGURO DE 

CUMPLIMIENTO EN

 FAVOR DE ENTIDADES

 ESTATALES 

	646401”


(folios 62 a 63).
Igualmente, el Seguro de Cumplimiento expedido por La Nacional Compañía de Seguros Generales S.A., que obra a folios 66 a 69 del Cuaderno del Tribunal, estipula:
“(…) Póliza 646386. Documento 608172
Tomador o Afianzado

CONSTRUCTORA SUDEMA S.A.

Asegurado

MUNICIPIO DE SOACHA

Beneficiario

MUNICIPIO DE SOACHA

I- LA PRESENTE PÓLIZA GARANTIZA EL COMPROMISO, CONTRATO O LICITACIÓN QUE SE ESPECIFICA A CONTINUACIÓN
CONTRATO No: SIN NÚMERO

FECHA:
   JUNIO 14 DE 1996

OBJETO DEL CONTRATO: GARANTIZAR LA ESTABILIDAD CONTRA RIESGOS DE LOS SERVICIOS PÚBLICOS EN VIRTUD DEL DESARROLLO DEL PROYECTO URBANÍSTICO DENOMINADO PARQUE EL SOL II ETAPA.
II- CON SUJECIÓN A LAS CONDICIONES GENERALES DEL CONTRATO, ESTA PÓLIZA CUENTA CON LOS AMPAROS CUYOS VALORES, VIGENCIAS Y PRIMAS SE RELACIONAN MAS ADELANTE.
AMPAROS
  VR. ASEGURADO

VIGENCIA
        PRIMA







DESDE
HASTA

(…)

CALIDAD Y

ESTABILIDAD DE

LA OBRA
  84.538.223,50   27/06/96 27/06/00      1.014.459

ESTA PÓLIZA SE RIGE CON LAS CONDICIONES DE LA LEY 80 DE 1993, POR LO TANTO LA NOTA AL MARGEN INFERIOR DERECHO NO TIENE VALIDEZ (…)

SEGURO DE 

CUMPLIMIENTO EN

 FAVOR DE ENTIDADES

 ESTATALES 

	646386”


(folios 66 a 69).

La Resolución núm. 001 de 8 de julio de 1996, expedida por la Secretaría de Planeación, vista a folios 91 a 94, mediante la cual “…se acepta el proyecto urbanístico denominado “Parque del Sol II Etapa” y se autoriza su desarrollo”, en su parte resolutiva, señala:
“ART. 1: Aceptar el Proyecto Urbanístico denominado “Parque del Sol II Etapa” localizado en la calle 13 No. 5E – 35 del Municipio de Soacha, con la siguiente descripción: según Planos aceptados…

ART. 2: El urbanizador presentará en un término de dos (2) meses los planos correspondientes a los servicios públicos aprobados y se compromete a ejecutar las obras según las recomendaciones de las respectivas empresas.

ART. 3: Conceder Licencia de construcción de Obras de urbanismo a la Constructora SUDEMA S.A. donde Asignan al Ingeniero CARLOS ERNESTO GUEVARA BLUM con Matrícula  Profesional No. 18818 CND. como constructor Responsable.

ART. 4: Conceder un plazo de 24 meses a partir de la fecha de Aceptación del Proyecto Urbanístico para la ejecución de Obras de Urbanismo según especificaciones y Planos Aprobados redes de Acueducto y Alcantarillado, Energía y Teléfonos y Gas domiciliario, siendo su responsabilidad la construcción de todo el Plan aprobado en forma definitiva por las respectivas empresas de Servicios.

(…).

ART. 7: La responsabilidad frente a la construcción, obligaciones urbanísticas y calidad de los materiales de construcción que se deriven de ésta Resolución así como los perjuicios que se causen a terceros quedaron en cabeza del titular de la Resolución (Art. 362 y 363 del Acuerdo 6 de 1995).

(…)” (folios 93 a 94).
La Licencia de Construcción núm. 022 de 12 de julio de 1996, expedida por el Director de Planeación del Municipio de Soacha, que obra a folio 95 del Cuaderno del Tribunal, prevé:
“Propietario: SUDEMA S.A.

Dirección de la Construcción:

Barrio: PARQUE DEL SOL
(…)

Presupuesto de la obra: TRESCIENTOS OCHENTA Y SIETE MILLONES SEISCIENTOS NUEVE MIL SEISCIENTOS PESOS M/TE (387’609.600).

(…)

Se concede licencia para: CONSTRUCCIÓN DE DOSCIENTAS SEIS (206) VIVIENDAS UNIFAMILIARES EN DOS PISOS.

Licencia válida por DOS (2) AÑOS A PARTIR DE LA FECHA

La obra debe ejecutarse de acuerdo a los planos aprobados el día: JULIO 12 DE MIL NOVECIENTOS NOVENTA Y SEIS (1.996).

(…).
Los planos, la Licencia, etc, deben permanecer en la obra y someterse a supervisión del personal de la Secretaría de Planeación, Dirección de Control Físico y Urbanismo, cuando así lo soliciten”.
Primer cargo: Violación del derecho de defensa y del debido proceso.

El a quo aduce que no hubo violación de tales derechos por cuanto, si bien la sociedad actora no fue notificada de la Resolución núm. 001 de 2 de junio de 2000, ésta se “…notificó por conducta concluyente de la decisión contenida en aquella, en la medida que hizo uso del recurso de reposición para manifestar su desacuerdo con la orden impartida” (folio 267 del Cuaderno del Tribunal).

Resalta que la propia demandante, según el oficio núm. 1212 de 1 de junio de 2000, estaba enterada de las reclamaciones formuladas por la Secretaría de Planeación Municipal de Soacha tendientes a que se hicieran efectivas las pólizas 608169 y 646401 expedidas por La Nacional de Seguros S.A. (hoy Colseguros S.A.).

Para la Sala son claros los argumentos esgrimidos por el a quo, en la medida en que de acuerdo con lo sostenido por esta Corporación, entre ellas la sentencia de 3 de junio de 2001 del Consejo de Estado, exp. 250002326000199338948-01, Consejero Ponente: RICARDO HOYOS DUQUE, actor: Aseguradora de Fianzas S.A. y Pinski & Asociados S.A., citada por el Tribunal, se concluye que de conformidad con la naturaleza de los seguros en debate, la declaración de parte de la entidad estatal del siniestro no obligatoriamente debe comunicarse a la aseguradora para que ésta forme parte de la actuación, siendo suficiente con que el ente administrativo emita la respectiva decisión debidamente fundamentada y motivada para poder declarar la ocurrencia del siniestro, dirigida al tomador de las respectivas pólizas de seguros de cumplimiento. Como también es diáfano que la aseguradora ya tenía conocimiento a través del oficio núm. 1212 de 1 de junio de 2000 recibido por la Secretaría de Planeación Municipal de Soacha, el mismo día en que fue proferido el acto administrativo núm. 001, esto es, el 2 de junio de 2000. 
Igualmente, cabe precisar, que tanto sabía la compañía de seguros sobre los siniestros ocurridos en la citada urbanización, que designó a la firma HÉCTOR ROMERO & ASOCIADOS LTDA, como ajustador del seguro. Es así como a folios 109 a 110, aparece la comunicación de 12 de julio de 2000, en la que el citado ajustador pide a la Secretaría de Planeación Municipal de Soacha una serie de documentos con el fin de adelantar el estudio de los siniestros. Además, existen otros documentos suscritos por la mencionada firma dirigida al asegurado, tales como las números 0-164-01 de febrero 28 de 2001 (folios 111 a 112), 0-788-01 de 20 de septiembre de 2001 (folios 113 a 115), que demuestran fehacientemente, que la sociedad demandante, estaba enterada de la realización de los riesgos. En esta forma, este cargo no tiene vocación de prosperar.
Cargos segundo, quinto y octavo: Ilegalidad de los actos administrativos por violación de los artículos 1045, 1077, 1079, 1088 y 1089 del Código de Comercio y falta de competencia de la administración para ordenar la efectividad de la garantía. El a quo manifiesta que el asegurado como el beneficiario del seguro tienen facultad para reclamar la efectividad de las pólizas en la medida que demuestren la ocurrencia del siniestro.

Que independientemente de que se hubiera afectado o no el patrimonio del municipio de Soacha (Cundinamarca) por las irregularidades presentadas en las viviendas construidas por la empresa Sudema S.A., debe tenerse en cuenta que según la estipulación contractual realizada por las partes consignadas en las pólizas Nos. 646401 y 646386, el municipio de Soacha en calidad de asegurado y beneficiario era el único que tenía la potestad para reclamar.

El demandante sostiene en su recurso de apelación que para que exista un contrato de seguro, es necesario que se den todos los elementos esenciales del mismo, de acuerdo con el artículo 1045 del Código de Comercio. Que la Administración no tiene interés asegurable en relación con los posibles perjuicios que el constructor haya podido causar a los propietarios de las viviendas, ya que no tiene ningún derecho o interés económico respecto a las viviendas afectadas, pues los únicos afectados, serían los propietarios de las viviendas.

Al respecto, esta Sala precisa, que no es viable aceptar los argumentos expuestos por la demandante, toda vez que la aseguradora, experta prestadora de este servicio, no puede alegar su propio error en que incurrió en la estructura de los seguros objeto de la Litis, cuando previamente al otorgar las pólizas de seguro números 646401 cuyo objeto era “GARANTIZAR LA CALIDAD Y ESTABILIDAD DE LAS OBRAS EJECUTADAS DEL PROYECTO URBANÍSTICO DENOMINADO PARQUE EL SOL II ETAPA” y 646386 para “GARANTIZAR LA ESTABILIDAD CONTRA RIESGOS DE LOS SERVICIOS PÚBLICOS EN VIRTUD DEL DESARROLLO DEL PROYECTO URBANÍSTICO DENOMINADO PARQUE EL SOL II ETAPA”, sabía que las mismas fueron emitidas, y así lo reconoce en este proceso, con el objeto de amparar las obligaciones contraídas por la constructora frente al municipio, consignadas en la licencia de Construcción núm. 022 de 12 de julio de 1996, expedida por el Director de Planeación del Municipio de Soacha, concedida a través de la Resolución 001 de 1996 con fundamento en el Acuerdo 6 de 1995, y no con base en un contrato estatal.

En otras palabras, la compañía de seguros expidió las referidas pólizas de seguro de cumplimiento en favor de entidades estatales con fundamento en la Licencia de Construcción otorgada por el municipio a la sociedad constructora tomadora de los respectivos contratos de seguros, cuando debió haber emitido las aludidas pólizas bajo la modalidad de “los contratos de seguros de disposiciones legales”, ya que la citada Licencia de Construcción fue conferida por el municipio de Soacha, con base en el Acuerdo 6 de 1995, es decir, ambas pólizas cubrían las obligaciones emanadas de preceptos legales y no de algún contrato administrativo. De manera, que a juicio de la Sala, el municipio de Soacha, sí tenía interés asegurable, al estar las tantas veces mencionadas pólizas cimentadas en dicha licencia de Construcción. Por lo tanto, este cargo tampoco tiene disposición de prosperar.
Tercer cargo: Violación del artículo 1081 del Código de Comercio.

El a quo sostiene que la administración municipal actuó en forma oportuna al declarar la ocurrencia del siniestro a través de la resolución No. 001 de 2 de junio de 2000.
Arguye el demandante que el acto por virtud del cual se hicieron efectivas las pólizas solo fue notificado a la aseguradora el 20 de mayo de 2002, momento en que la aseguradora interpuso recurso de reposición contra la decisión dándose por notificada de la misma. Solo en ese momento pudo el acto administrativo producir algún efecto, momento que tuvo lugar transcurridos más de dos años desde que la Administración Pública tuviera conocimiento de los hechos constitutivos del siniestro.

Como ya se dijo, es suficiente con que el ente administrativo emita la respectiva decisión debidamente fundamentada y motivada para poder declarar la ocurrencia del siniestro y hacer efectivas las pólizas de seguro, tal como ocurrió en esta oportunidad. 
Esta Sala se ha pronunciado respecto a la prescripción en el tema de seguros, para lo cual se trae a colación la sentencia de 9 de septiembre de 2004, que señala:

“En cuanto a la pretendida prescripción de dos años prevista en el artículo 1081 del C. de Co. respecto de las acciones surgidas de un contrato de seguros, cabe entender que se refiere al artículo segundo de la Resolución Núm. 3726 de 24 de abril de 2001, en el cual se ordena hacer efectiva la garantía consistente en la Póliza de Seguro de cumplimiento No. CDLO1401597 expedida por la citada compañía el 2 de diciembre de 1998, por $90.727.176.oo, quien deduce dicha prescripción de la circunstancia de que la mercancía desapareció los días 9 y 15 de julio de 1999 y que la aludida resolución le fue notificada el 3 de octubre de 2001, es decir, después de transcurrido los dos años en mención. Sobre el particular se ha de advertir que el señalado término de prescripción empieza a correr a partir del “momento en que el interesado haya tenido o debido tener conocimiento del hecho que da base a la acción”, dice el artículo en comento, y se entiende que tal hecho es el siniestro objeto del amparo del respectivo contrato de seguros, que en este caso es el incumplimiento de la obligación aduanera amparada, la cual consiste en poner la mercancía a disposición de la DIAN. El incumplimiento de esa obligación se configuró el 15 de noviembre de 2000, día en que la actora respondió el requerimiento ordinario que la DIAN le hizo para que pusiera a su disposición la mercancía dentro de la cual estaba la que es objeto del sub lite, toda vez que nada dijo en dicha respuesta sobre esa mercancía ni la puso a disposición de la entidad, y como el último acto relacionado con CONFIANZA S.A. le fue notificado el 20 de noviembre de 2001, es evidente que entre ambas fechas no transcurrieron los dos años de que habla la norma, los cuales se vencían el 15 de noviembre de 2002, por lo tanto el cargo tampoco prospera”
.
De conformidad con el aparte trascrito de la citada sentencia, el término de prescripción, corre a partir del momento en que el interesado haya tenido o debido tener conocimiento del hecho que da base a la acción, tal como lo dispone el artículo 1081 del Código de Comercio. En el presente caso, la Administración tuvo conocimiento del hecho, aproximadamente en el año 1999, debido a las quejas presentadas por los propietarios de las viviendas de la Urbanización Parques del Sol II. Además, aparece el oficio SPM-0963-99 de 16 de marzo de 1999 (folio 96 del Cuaderno del Tribunal) en el que, el Secretario de Planeación y el Director de Planeación Físico y Urbanístico de Soacha manifestó al representante legal de la Constructora Sudema S.A. sobre las diferentes anomalías que se estaban presentando en la urbanización ya mencionada, con el fin de que se adoptaran las medidas necesarias para la realización de las reparaciones locativas a que hubieran lugar; así mismo, se encuentra el oficio SPM-322 (folio 98 del Cuaderno del Tribunal) de 9 de agosto de 1999 enviado por la Secretaría de Planeación Municipal de Soacha a la Constructora Sudema, con el fin de requerirlo por segunda vez, para que informara a esa dependencia los arreglos que se hubieran realizado a las viviendas de Parques del Sol II, tal como se indica en la sentencia de primera instancia.

Por lo cual, debe concluirse que la administración municipal actuó en forma oportuna en la expedición de la Resolución No. 001 de 2 de junio de 2000 en menos de un año de tener conocimiento de la ocurrencia de los riesgos asegurados, cuyo acto administrativo, que declara los siniestros y hace efectiva las pólizas, es el principal y no el que resuelve el recurso de reposición de la vía gubernativa, ya que este último corresponde a una instancia posterior que sólo permite a la Administración poder revisar su propia decisión. Así, lo ha sostenido esta Corporación en sentencia de 29 de septiembre de 2009 de la Sala Plena, citada en la providencia de 7 de abril de 2011 proferida por esta Sección
. En consecuencia, este cargo no tiene vocación de prosperar. 
Cargos cuarto y sexto: Ilegalidad de los actos impugnados por expedición irregular de los mismos como consecuencia de la insuficiencia de motivación.
Esta Sala, prohíja lo expresado por el a quo en cuanto a que no es factible sostener que los actos impugnados estén insuficientemente motivados, pues en ellos se expresaron tanto las razones de hecho como de derecho, ya que la Administración sustentó la decisión en las  anomalías presentadas en la construcción de las viviendas de Parques del Sol II, fundamentándose en las quejas presentadas por los propietarios de las viviendas y en la inspección realizada por los funcionarios del municipio.

No así, en lo manifestado por el a quo respecto a la cuantificación de los daños, por las siguientes razones:
En el proceso se allegaron las siguientes pruebas:
A folio 105, figura carta de 1 de junio de 2000, suscrita por el Director de Indemnizaciones de la Aseguradora Colseguros Sucursal Avenida Chile y dirigida a la Secretaría de Planeación Municipal de Soacha, en la cual se dice:
“De acuerdo con su comunicación # SMP – 02975; Nos permitimos manifestarles que para poder atender el reclamo citado en el asunto, se debe proferir una resolución en los términos de la ley 80 de 1993, toda vez que la póliza citada opera sobre la ley referida”.
Igualmente, a folios 106 a 107, aparece el informe preliminar de la inspección ocular efectuado por funcionarios de la Secretaría de Planeación Municipal de Soacha, el día 8 de agosto de 1999, a nueve viviendas de la Urbanización Parque del Sol II Etapa, en el que consta el hundimiento de “…10 cmts,…por lo general en todas las vías” (folio 106), además, se dice que hay fisuras y filtraciones de las 9 viviendas, y se concluye:
“…a. El principal problema que origina estos imperfectos en las viviendas es una falla en el suelo.

b. Según afirmaciones de los habitantes de las viviendas afectadas estas fallas han surgido después de 1 a 3 años de haberlas recibido. El asunto preocupante es que el deterioro actual es activo y acelerado.
Por esta razón no se acomoda al asentamiento normal del terreno que generalmente ocurre desde los primeros meses con celeridad y disminuye gradualmente con el transcurso del tiempo.
c. Para despejar estos interrogantes es conveniente la realización de un estudio especializado de suelos que determine cual es el origen de este fenómeno.
d. Después de contar con los resultados de estos estudios la entidad a que corresponda podrá realizar los correctivos necesarios para estabilizar estas edificaciones” (folio 107 del Cuaderno del Tribunal).
Por otra parte, a folios 109 a 120 del Cuaderno del Tribunal, figuran las siguientes comunicaciones, suscritas por la firma ajustadora de la aseguradora y por Colseguros S.A., dirigida a la Secretaría de Planeación Municipal de Soacha  en las que se hace énfasis, especialmente, a la demostración y cuantificación de los daños:
-Comunicación radicada el 24 de julio de 2000, bajo el número 16178 No. 0-723-00, suscrita por la firma ajustadora de la Aseguradora HÉCTOR ROMERO & ASOCIADOS LTDA. (folios 109 a 110).
-Comunicación de 28 de febrero de 2001 núm. 0-164-01, suscrita por la firma ajustadora de la Aseguradora HÉCTOR ROMERO & ASOCIADOS LTDA. (folios 111 a 112).
-Comunicación de 20 de septiembre de 2001 núm. 0-788-01, suscrita por la firma ajustadora de la Aseguradora HÉCTOR ROMERO & ASOCIADOS LTDA. (folios 113 a 115).

-Comunicación de 11 de marzo de 2002 núm. RN-DI-168, suscrita por la ASEGURADORA COLSEGUROS S.A. (folios 116 a 117).

-Comunicación de 17 de enero de 2002 núm. 0-035-02, suscrita por la firma ajustadora de la Aseguradora HÉCTOR ROMERO & ASOCIADOS LTDA. (folio 119 a 120).

Respecto a los documentos reseñados, es necesario hacer referencia a si el municipio demostró las causas del siniestro y la cuantía relacionada con la póliza de seguro de cumplimiento en favor de Entidades Estatales núm. 646401, que amparaba la CALIDAD Y ESTABILIDAD DE LAS OBRAS EJECUTADAS DEL PROYECTO URBANÍSTICO DENOMINADO PARQUE EL SOL II ETAPA. Se observa en el informe rendido por los funcionarios de la Secretaría de Planeación Municipal de Soacha, la recomendación concerniente a que debe realizarse “un estudio especializado de suelos que determine cual es el origen de este fenómeno”, sin embargo, no fue allegado al proceso dicho estudio, que demuestre las causas del siniestro, como tampoco la cuantía del mismo, ni siquiera de las nueve casas inspeccionadas como tampoco de las vías internas de la urbanización.

Así las cosas, el municipio nunca cumplió con la obligación prevista en el artículo 1077 del Código de Comercio, que a su tenor prevé:

“ARTÍCULO 1077. <CARGA DE LA PRUEBA>. Corresponderá al asegurado demostrar la ocurrencia del siniestro, así como la cuantía de la pérdida, si fuere el caso.

El asegurador deberá demostrar los hechos o circunstancias excluyentes de su responsabilidad”.

De conformidad con lo dispuesto en esta norma, el asegurado, en el caso sub examine, el municipio de Soacha, debió haber proporcionado las pruebas idóneas para acreditar el valor de los daños ocasionados a los inmuebles, tales como facturas, estudios de los suelos (si esta es la causa), avalúo pericial, etc., aún si la pérdida fuere total, pues el límite o valor asegurado fijado en la póliza no opera en forma automática, es necesario que el asegurado demuestre a cuánto llegó la pérdida, ya que puede suceder que la suma asegurada no coincida con el monto de la misma.
Se reitera, que el municipio no probó tales circunstancias, a pesar de que tanto el ajustador de la compañía de seguros, como el director de indemnizaciones de la misma, en varias oportunidades le solicitaron al ente demandado aportar las pruebas pertinentes, de conformidad con las comunicaciones antes enunciadas.
Por las razones expuestas, la Sala estima que la anterior consideración es más que suficiente para revocar la sentencia de primera instancia, pues le asiste razón al demandante en cuanto que la cuantía del siniestro no fue acreditada por el municipio en calidad de asegurado, por lo tanto, este cargo tiene vocación de prosperar.

Ahora bien, en lo atinente a la póliza de seguro de cumplimiento en favor de Entidades Estatales núm. 646386 que garantizaba la ESTABILIDAD CONTRA RIESGOS DE LOS SERVICIOS PÚBLICOS EN VIRTUD DEL DESARROLLO DEL PROYECTO URBANÍSTICO DENOMINADO PARQUE EL SOL II ETAPA, cuyo valor asegurado es de $84.538.223,50, las partes no se refirieron a la cuantía de los daños, solo el ente demandado, afirma que el contratista (tomador del seguro) incumplió con la obligación de ejecutar la “…infraestructura de los Servicios Públicos y así mismo en la legalización de los servicios ante la E.A.A.B y CODENSA S.A. ESP.” (folio 53 del Cuaderno del Tribunal), hecho que no fue objetado por la aseguradora. 
Así las cosas, teniendo en cuenta que la sociedad demandante no dijo nada al respecto y en razón de que el incumplimiento por parte del contratista fue total, al haber omitido ejecutar y legalizar lo concerniente a los servicios públicos de la urbanización, da lugar a que su cuantía se determine por la totalidad estipulada en la póliza núm. 646386, esto es, la suma de $84.538.223,50, que la aseguradora deberá pagar a la Alcaldía del Municipio de Soacha.
Cargo séptimo: Ilegalidad de los actos administrativos impugnados como consecuencia de la incompetencia para definir la responsabilidad del constructor frente a los propietarios de las viviendas.

El a quo precisa que con los actos administrativos demandados no se dirimió ninguna controversia de orden contractual o extracontractual entre la constructora y los propietarios de las viviendas. “…La Secretaría de Planeación de Soacha simplemente declaró, a través de acto administrativo, la ocurrencia del riesgo objeto del seguro suscrito entre el tomador (Sudema S.A.) y La Nacional de Seguros (hoy Colseguros)” (folio 277).

El demandante sostiene que el Municipio de Soacha hizo efectivas las pólizas a favor suyo, con el propósito de velar por los intereses de la comunidad.

Como acertadamente lo aduce el a quo, la Administración sólo declaró a través de la Resolución 01 de 2000 la ocurrencia de los riesgos, y la efectividad de las pólizas, pero en ningún momento se hizo alusión a controversia alguna de orden contractual o extracontractual entre el tomador del seguro y los propietarios de las viviendas de la Urbanización afectada.

Tampoco puede catalogarse al Municipio como intermediario “entre la Constructora y la compañía aseguradora por un lado, y los propietarios de las casas por otro”, pues como antes se explicó, la Administración tenía interés asegurable, para reclamar las indemnizaciones correspondientes, en calidad de asegurado, y recibirlas por ser beneficiario en ambas pólizas, reiterando, como ya se dijo, que respecto a la primera de las pólizas no habría lugar a que el municipio fuera indemnizado, por no haber demostrado la cuantía de los daños y, en relación con la segunda, sí tiene derecho a tal indemnización hasta el límite máximo estipulado en la póliza, por considerarse una pérdida total. Así que este cargo no tiene vocación de éxito.
En consecuencia, la Sala revocará la sentencia proferida por la Sección Primera, Subsección B del Tribunal Administrativo de Cundinamarca, de acuerdo con las consideraciones previstas en esta Providencia, como en efecto se dispondrá en la parte resolutiva de la misma. 
En mérito de lo  expuesto, el  Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Primera, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley,

F  A  L L  A  :

PRIMERO.- REVÓCASE la sentencia de 19 de julio de 2007, proferida por el Tribunal Administrativo de Cundinamarca.
SEGUNDO.- En consecuencia, ORDÉNASE a la Alcaldía del Municipio de Soacha devolver a la compañía de seguros demandante, la suma recibida por concepto de la indemnización, (en caso de que se hubiese realizado el pago), que afectó la póliza de seguro de cumplimiento a favor de entidades estatales núm. 646401, que amparaba la CALIDAD Y ESTABILIDAD DE LAS OBRAS EJECUTADAS DEL PROYECTO URBANÍSTICO DENOMINADO PARQUE EL SOL II ETAPA.
TERCERO.- ORDÉNASE a la compañía de seguros demandante pagar a la Alcaldía del Municipio de Soacha la suma de $84.538.223,50, por concepto de indemnización, que afectó la póliza de seguro de cumplimiento en favor de Entidades Estatales núm. 646386 que garantizaba la ESTABILIDAD CONTRA RIESGOS DE LOS SERVICIOS PÚBLICOS EN VIRTUD DEL DESARROLLO DEL PROYECTO URBANÍSTICO DENOMINADO PARQUE EL SOL II ETAPA. 
Ejecutoriada esta sentencia, devuélvase el expediente al Tribunal de origen.
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

Se deja constancia de que la anterior sentencia fue leída, discutida y aprobada por la Sala el 29 de septiembre de 2011.

MARCO ANTONIO VELILLA MORENO           MARÍA ELIZABETH GARCÍA GONZÁLEZ          

        Presidente

RAFAEL E. OSTAU DE LAFONT PIANETA            MARIA CLAUDIA ROJAS LASSO    

� Sentencia de 9 de septiembre de 2004 Rad: 2002-90012 Consejero ponente: RAFAEL E. OSTAU DE LAFONT PIANETA. Actor: FLORCARGA S.A.








� Sentencia de 7 de abril de 2011. Rad. Núm. 2001-00790 Consejera ponente: MARIA CLAUDIA ROJAS LASSO. Actor: SOCIEDAD TRANSPORTADORA DE LOS ANDES – SOTRANDES S.A. “los actos que resuelven los recursos interpuestos en vía gubernativa contra el acto sancionatorio principal no pueden ser considerados como los que imponen la sanción porque corresponden a una etapa posterior cuyo propósito no es ya admitir el pronunciamiento que éste incluye la actuación sino permitir a la administración que éste sea revisado a instancias del administrado”.








